
8 11 fulio 1984 BOE.--supl. al núm. 185

15816

la ejecución de ~la Indicada sentencl~ de acuerdo con el fallo
y resoluciones firmes dictadas en ejecución.

el Restablecer al actor en su derecho, requiriendo a dicho
efecto a la Sala citada para que adopte tales medidas, de acuer·
do con el fundamento juridico último de la presente sentencia.

2. Desestimar el recurso en todo lo demás.

Publíquese esta sentencia en el cBoleUn Oficial del Estado..

Dada en Mtldrid a 7 de lunio de 1984.-Manuel García-Pela.yo
Alonso.-Angel Latorre Segura.-Manuel Diez de Velasco V.
lIeio.-Gloria Begué Cantón.-Rafael G6mez-Ferrer Morant.­
Angel Escudero del Corral.-Flrmados y rubricados.

Sala Primera.-Excelentísimos señores: Manuel Garcfe.-Pelayo
Alonso, Angel Latorre Segura. Manud Diez de Velasoo Valleio,
Gloria Begué Cantón, Rafael GÓmez·Ferrer Morant y Angel
Escudero del Corral.

Número da Registro: 306/83.
Asunto: Amparo promovido por don Vicente Miralles Sola.
Sobre: Contra resoluciones dict6das por la Sala Primera de

lo Contencioso-Admimstrativo de la Audiencia Territorial de 'Bar­
celona.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, en el asunto
306 183. ha acordado dictar el siguiente

AUTO

1. ANTECEDENTES

1. Con fecha 7 de junio de 1984 la sala Primera del Tribunal
Constitucional ha dictado sentencia en el recúr'so de amparo
número 306/83, fonnulado por el Procurador de los Tribunales
don Eduardo Mu'(ioz-Cuéllar Pernia, en representación de don

Pleno. Conflicto positivo de competencia núme·
ro 90/1982. Sentencia número 6811984, de 11 de junto.

El Pleno del Tribunal Constitucional, compuesto por don
Jerónimo Arozamena Sierra, Vicepresidente, y don Angel La·
torre Segura. don Manuel Diez de Velasco ValleJo, don Francis­
co Rubio Llorente, dada Gloria Begué Cantón. don Luis Diez
Picaza, don Francisco Tomás v Valiente, don Rafael Gómez ......ner
Morant, don Antonio Truyol Serra y don Francisco Pera Verda­
guer, Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la si,lituiente

SENTENCIA

en el conflicto positivo d'" competencia número 9011982, plantea­
do por el ConseJo Ejecutivo de la Generalidad de Catalufta,
representado por el Abogado don Manuel Maria Vicens \1.atas.
en relación con los articulos VI, números 1, 2 Y 3; 2.·, núme­
ros 2. 3 Y 4: 3.°, 5.· Y 8.·, pArrafo primero, y disposición tran­
sitaría del Real Decreto 285811981, de 27 de noviembre, sobre
calificación de aeropuertos civiles. Ha sido parte el Abogado
del Estado, en representación del Gobierno, y ponente el Ma­
gistrado don Antonio Truyol Serra. quien expresa el parecer
del Tribunal.

1. ANTECEDENTES

1. Publicado en el ..Boletín Oficial del Estado_ número 290,
de 4 de diciembre de 1981, el Rea.l Decreto de la Presidencia nú~

mero 2858/1981, de 27 de noviembre, sobre calificación de aero­
puertos civiles. el Consejo EJecutivo de la Generalidad de Cata~

Iufta, mediante escrito dirigido al excelentísimo sei\or Presi­
dente del Gobierno en fecha 28 de enero de 1982, planteó
requeJimiento de incompetencia, de acuerdo con lo establecido
en el articulo 63 de la Ley OrgAnfca de este Tribunal (LOTC) ,
contra la mencionada disposición, por entender que los articu­
las 1.0, númreos 1, 2 Y 3; 2.°, números 2, 3 Y 4: 3.0• 5." Y 6.0. pá­
rrafo primero, y la disposición transitoria, vulneran la compe­
tencia de esta Comunidad Aut6noma, en virtud de lo que
dispone la Constitución (en adelante CE), el Estatuto de Au~
tonomia (en adelante EAC) y diversos Decretos de tn,>paso
de servicios.

2. Como consecuencia del referido escrito del Consejo Eje·
cutivo de la Generalidad de Catalui\a de fecha 2B de enero de
1982. el Gobierno de la Nación, reunido en Consejo de Mini.,tros
el 12 de febrero siguiente, acordó no atender dicho re1,o.leri·
miento, por estimarlo infundado. en consonancia, lo uno y lo
otro, con lo establecido en el articulo 63 de la Ley Orgé.nica 2/
1979, de 3 de octubre, de este Tribuna). En consecuencia, el Con­
sejo Ejecutivo, en su sesión del dia 9 de marzo, tomó la resO­
lución de plantear conntcto positivo de competencia en virtud
del articulo 63 y concordantes de la mencionada Ley Orgánica,
designando a los Letrados de su Gabinete Jurfdico Central, don
Manuel María Vlcens 1 Matas y doi\a Mercedes CurulI Maftinez,
para que, indlstintameIlte, representen y defiendan al Consejo

Vicente Miralles Sola, contra la provldenda de 7 de marzo
y auto de 13 de abrll de 1983, dictadas por la. Sala Primera de lo
Contencioso-Administrativo de la Audiencia Territorial de Bar­
celona. Dicha sentencia ha sido notlflcada a partir del di6
11 de Junio de 1984.

2. El fallo de la sentencia, en su ntimero l. apartado C, dice
as1: -Rostablecer al actor en su derecho, requiriendo a dicho
efecto a la Sala citada para que adopte tales medidas, de acuer­
do con el fundamento Jurídico 11lttmo de la presente sentencia.-

1. En el mencionado número 1, apartado e, del fallo se ha
padecido el error de hacer constar la remisión al fundamento
luIidico _último., cuando debió decirse ..penúltimo_.

H. FUNDAMENTOS JURIDICOS

1. El articulo 363 de la Ley de Enjuiciamiento Civil permite
que las sentencias puedan aclararse de oficio, en los supuesto.
y término que indica.

2. En el presente caso, aun cuando resulta evidente de 1&
simple lectura del punto 1, apartado C, del fallo de la sentencta~
procede poner de manifiesto el error material. contenido en 81
mismo, en el sentido de precisar que le. remisión al último con­
siderando de-be entenderse hecha al penúltimo considerandO.

En virtud de lo expuesto, la Sala acuerda aclarar el nl1me­
ro 1, apartado C, del fallo de la sentencia de 7 de junio de 1984.
recaida en el recurso. de amparo número 306/83, en el sentido
de que la remisión al fundamento Juridico ..último.. de la propia
sentencia ha de entenderse hecha al fundamento juridico -penúl·
timo. de la misma.

Madrid 12 de junio de 1984.-Manuel Gercia·Pelayo Albnso.­
Angel Latorre Segura.-Manuel Diez de Velasco VaIlejo.-Gloria
Begué Cant6n.-R'afael G6mez-Ferrer Morant.-Angel Escudero
del CorraL-Firmados y rubricados.-Ante m1.-Pedro Herrera
Gabarda. -Firmado y rubricado.

E.jecutivo de la Generalidad y formulen las alegaciones perti­
nentes.

3. Don Manuel Maria Vicens 1 Matas promovió dicho con­
nieto positivo de competencia en escrito de 18 de marzo de 1982.
solicitando de este Tribunal que dicte sentencia por la que
se declare que la titularidad de la competencia controvertida
corresponde a la Generalidad de CataluAIL y se anulen 101 ar­
ticulas 1.0, números 1, 2 Y 3: el articulo 2.°, números 2, 3 Y
4: el articulo 3.°; el articulo 5.D

; el articulo 6.°, párrafo prlmero.
y la disposición transitoria del Real Decreto 2858/1981. de 'n
de noviembre, y cuantos actos y situaciones.de hecho -> de
derecho se hubiesen dictado o creado en ejecu::aón o al amparo
de los preceptos que han quedado relacionados si se evidel1,:ioJ,ra
su existencia.

a} Analiza en primer término el Abogado de la G9neraltdad
de Cataluña el preámbulo del Real Decreto impugnado, el cual
reconoce que la introducción en la Constitución de la categorI&
de aeropuertós de interés general ha supuosto la aparición en
nuestro ordenamiento jurídico-aeronáutico de conceptos y situ­
ciones que no fueron previstos en la Ley de Aeropuertos, ni en
la de navegación aérea, n.i en el Real Decreto-Iey 1211978. sobre
fijación y dflUmitaeión de facultades entre los Ministerial de
Defensa y de Transportes, Turismo y Comunicaciones, ., ,.
propone, según sus propios términos, fijar los criterios bAsicol
para limitar técn ica y administrativamente .1& discrecionalidad
con que se han de calificar los aeropuertos según se consideren
o no de interés general y las formas posibles de gestión de
los mismos, señaUmdose también literalmente que ello se hace
«con independencia, pero anticipando en materia aeroportuaria
la actualización de la mencionada Ley de Navegación Aérea-.
Lo cual significa que los autores del Real Decreto se atribuyen
en esta materia unas facultades prácticamente omnímodas, 01·
vidando que el artículo 149.1.20 de la CE traza en este punto
una linea divisarla entre las competencias del Estado y las
de los Entes autonómicos, definida por el interés general. e in­
clinando el nivel de competencias de uno y otras en beneficio
de la Administración del Estado y en perjuicio de la auto­
nómica.

bl Si en la mayoria de ocasiones el problema de la Jerarquía
normativa a la que expresamente se refiere el artículo 9.3 de
la ("'E debe quedar. reducido a una pura cuestión de legalidad.
t:-até.ndose de disposiciones que puedan afectar a: las campe·
tenc1as de las Comunidades Aut6nomas, como es aqui el caso,
el tema del rango formal de la nonna adquiere una dimensión
diferente, pues s6lo el órgano constitucional titular de la po­
testad de concretar los supuestos generales previstos por la
Constitución podrá determinM las compo!ltencias genéricdomente
atribuidas, incidiendo por ello tanto en el régimen compet~Dcial

del Estado como en el de las Comunidades Autónomas. Basán­
dose en que el articulo 86.1 de la CE excluye de la facultad
del Gobierno de dictar decretos-leyes en el lupuesto de que pu&-­
da quedar afectado el ..régimen de las Comunidades Autónomas_
entiende el Abogado de la GeneraUdad de Cataluña que CaD
mayor motivo no podrá el Gobierno afectar dicho régimen, ni
por ende sus competencias. mediante nonDas con rango formal
de decreto. Como el mismo preé.mbulo del Real Decreto Impug­
nado reconoce¡ la categoría nueva -aeropuertos de Interés ae-
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neral~ no puede ser prevista en la legislación aeronáutica. por
lo que resulta que el Real Decreto 285811881 S8 adelanta a ésta,
estableciendo concretamente laa oondiciones materiales que per­
miten calificar-de. interés general. a 108 aeropuertos eapai\oles
y. por ello, determina el alcance práCtico de UD concepto tan
indeterminado como éste.

Ahora bieo, la misma idea de _interés general_, en toda la
.pluralidad de acepciones que tiene en nuestra Constitución. re·
mite oonstantemente. en el momento de su concreción o apli­
cación, al principio de legalidad [artículos 30.3, 34.1. -M.2••7,
128.2, 144, 150.'3 Y 155.1). Por otra parte, el articulo 11.8 del Es­
tatuto de Autonomia de Catalufta lEAC) declara que corres~
pande a la. GeneraHdad la ejecución de la legislación del Es­
tado en materia de puertos y aeropuertos con la calificación
de interés general, y en materia análoga como 80n las obras
públicas (artículo 9.13) la competencia exclusiva de la Genera­
lidad tiene como limite aquellas que no tengan la calificación
legal de interés general del Estado. El propio Real Decreto hace
referencia al rango legislativo que hasta este momEnto ha te­
nido la materia aeroportuaria, presentándose cpmo una ac­
tualización anticipada de la Ley de Navegación aérea. De estas
y otras consideraciones deduce el Abogado de la Generalidad
de Cataluña que el Real Decreto 2858/1981 regula una materia,
fija nuevos .criterios y. precisa y aplica de tal manera a los
aeropuertos civi.tes del Estado el concepto ..interés general. que
afecta a la delimitación de competencias sobre estos aeropuer­
tos que corresponden a la Generalldad de Cataluña, ya que
hace depender esta dehntitación da competencias de una simple
disposición admInistrativa, alterable por otra del mismo rango.

c) Recuerda el Abogado de la Generalidad que cuando la
CE en su artículo 149.1.20 enumera los sectores que corresp,rden
al Estado en materia aeronáutica. distingue entre aeropuertos
y algunos serviCIOS o actividades concret.as vinculadas a aquéllos
(control del espacio aéreo, tránsitos y transportes aéreos, ma­
triculación de li.eronaves) .. Definido el aeropuerto como la su­
perficie de límites definidos para la salida y llegada de aero­
naves, dotada con carácter permanente de instalaciones Y
servicios de naturaleza publica a fin ,de asistir de manera re­
gular al tráfico aéreo, permitir el aparcamiento y reparaciones
del material aéreo y recibir y despachar pasajeros y cargas (ar­
tículo 39 de la Ley de Navegación Aérea de 21 de julio de 1960)
y prevista por la legislación vigente (mismo articulo de la Ley
que se acaba de citar), la existencia de aeropuertos privados y
no estau\hs, aSl como de aeropuertos de propiedad local (ar­
tículo 43 de la citada Ley), parece que' el concepto de recinto
aeroportuario utilizado por el Real Decreto 2858/1981 en sentido
diferente de aeropuerto, sólo puede entenderse como el aero­
PUo?l'tO más los espacios e instalaciones no incluidos \m la
definici':'n legal, pero de hecho los dos ténninos se utilizan en
un sentido singular. Por otra parte, la enumeración del articu­
lo 2. - d~l Real Decreto no es homogénea, pues de una parte
~ trata de servicios aeronáuticos vinculados al aeropuerto. y
de otra, de este, y el aeropuerto como tal y los servicios no
atribuidos al Estado por el articulo 149.1.20 de la CE podrán
ser competencia de las Comunidades Autónomas.

d) Las competencias ,de la GeneraHdad en materia de aero­
puertos están reguladas ·en los artículos 9.15' Y 11.8 deJ._EAC,
comprendiéndose en el primero todas las potestades publicas
en la materia y limitandose en el segundo a la función eje­
cutiva.

De la lectura del articulo 9.15, con su referencia al 149.1.20
de la CE, y de su relación con el artículo 148.1.6 de és',a, r,6
deduce que la atribución· de competencia de dicho articulo 9
comprende ·todos los aeropuartos que no sean de interés ge­
neral, entre los cuales se han de incluir los aeropuertos depor­
tivos. En cuanto al articulo 11.8, atribUYe comp0tencia ejecuti­
va a la Generalidad en orden a los «aeródrúlTIos con califi,;ación
de interés general cuando el Estado no se reServe la gestión
directa". Ahora bien, son obvios al resp",c.to dos extremos: que
la reserva de gestión directa presupone que los aeropuertos
han de ser de titularidad estatal y que no todos Jos aeropuertos
de gestión directa pública se excluyen de la competencia de
L1 Generalidad sino únicamente aquellos cuya gestión se !laya
reservado el Estado. En conclUsión, la competencia ejecutiva
de la Generalidad contemplada en el artículo 11.8 del EAC com­
l-.rpnrlp ln~ aeródromos de interés general cuya gestión directa
no se reserva expresamente el Estado .y, como mlDlmo, por
tanto, también los aeropuertos que no sean de titularidad es­
tatal.

el El Decreto impugnado. en su actual redacción, cercena
y. limita., a i uicio del Abogado de la Generalidad, competencias
que la Generalidad de Cataluña ostenta conforme a la Consti­
tución y su Estatuto de Autonomia. Siendo éste el caso espe­
c1almp.nto de los preceptos que a continuación se indican:

El arttculo 1.0, por la amplitud y generalidad de los crLcrios
establecidos en sus apartados 1, 2 Y 3, puede dejar sin efecto
la competencia de la Generalidad de Cataluña en materia de
aeropuertos deportivos o, en general, qUe no desarrollen acti­
'Vib1l-'d~s·oonwrctftl~:·-- -- -

Los articulas 2.° y 3.°: Cuando el Estado reserve la ..gestión
directa,,' de los aeropuertos de ..interés genera1-, se atribuye a
la Administración del Estado una serie de servicios encarga­
dos actualmente a la autoridad pública autónoma -la Gene­
ralidad de Catalufta- <6n virtud de lse competencias estatuta­
rias. El artículo 9 EAC atribuye a la Generalidad (,'ompetencia
exclusiva en materia de higiene (número 11>, turismo (núme­
ro 12) y asistencia social· (número 25), Y el articulo 11.2 el

ejercicio de la legislación del Estado en materia de trabajo.
Respecto de las comptltenc1&l dichas 8e han producido diversos
traspasos de &ervi0108, bastando citar .. Utulo de ejemplo el
Real Decreto 115/1978, de 26- de julio, por el que S8 traspasaron
los servicios de turismo, entre los cuales se incluyen ia", ufi­
cinas turísticas de loa aeropuertos de Barcelona y Gerona, los
cuales quedaron definitivamente consolidados oon la vigencia
del Esta.tuto.

El articulo 3.°, párrafo primero, en relaCión a los aeropuer­
tos calificados ..de interés general-, cuya gestión no se reserve
el Estacto: De la expresión -en todo caso- (primer párrafo> se
infiere que el Real Decreto impugnado atribuye genéricamente
a la Administración del Estad:>, aun en el supuesto de QIJe el
Estado no se reserve la gestión del aeropuerto, los servicios aero­
náutioos ..que sirven para instrumentar la ordenación del· tré.n­
sito y la ordenación del transporte aéreo. ,larticulo 2.°, 2), Y si
ello se refiere a todos los servicios del aeropuerto en sí mismo,
se invalidaran las facultades de ejecución que en tal supuesto
corresponderían a la Generalidad según el artículo 11.8 del EAC.

El articulo 3.°, párrafo primero, en relación a loa aeropuertos
no calificados de ..interés general.; Si la expresión ..en todo
caso. se entendiese referida incluso a éstos, la ,atribución ge­
nérica a la Administración estatal de los servicios recogidos
en los números 2 y 3 del artículo 2.°, en tanto corresponden a
competencias asumidas o traspasadas a la Generalidad. afec­
taría o limitaría las competencias que a ésta atribuye el ar­
ticulo 9.15 del EAC.

El articulo 5.° afecta y limita las competencias eXC11.,jvas
de la Generalidad sobre los aeropuertos qUe no tengan la con­
sideración legal de interés general. puesto que correspond! el la
Generalidad y no a la Subsecretarid. de la Aviación ~ivil auto­
rizar o no los proyectos, transformaciones y modificacIones er,­
tructurales u operativas a los aeropuertos de su competencia.

El articulo 6.°, párrafo primero. entiende esta pane que
en los supuestos de aeropuertos de titularidad no estatal no
cabe la «gestión directa. de los mismos, puesto que no puede
considerarse que se explote en régimen de gestión directa un
servicio cuYOS medios de explotación o funcionamiento son de
titularidad privada (articulo 62 y siguientes de la Ley de Con­
tratos del Estado; artículo 30 y siguientes del Regllimento de
Servicios de las Corporaciones Locales). En consecuencia. en
el supuesto examinado se está en el caso contemplado pOr el
articulo 11.8 del Estatuto, y corresponden a la Generalidad
las funciones ejecutivas que evidentemente comprenden el nom­
bramiento de Director o Delegados y sin perjuicio de que. por
razón de la concurrencia de competencias, pueda preverse
una intervención (en la esfera de sus competenCIas) de· la
Administración del Estado.

La disposición transitoria no respeta el ámbito de campe·
tencias en tanto que aplica una norma no adecuada para el
estableCimiento de la categoría de aeropuertos de interés ge­
neral.

f) En su virtud, el Abogado de la Generalidad de Cata­
luña solicita se dicte sentencia por la que se declare que la
titularidad de la competencia controvertida corresponde a la
Generalidad de Cataluña. y se anulen los artículos 1.0, m.ime­
ros 1, 2 Y 3; el artículo 2.°, numeros 2, 3 Y 4; el articulo 3.°;
el articulo S.o; el artículo 6.°. párrafo primero. y la disposición
transitoria del J:l.eal Decreto 2858/1981, de 27 de noviembre, y
cuantos actos y situa·ciones de hecho o de derecho se hubiesen
dictado o creado en ejecución o al amparo de los preceptos
que han quedado relacionados. si se evidenciara su existencia

4. La Sección Tercera. por providencia de. 31 de marzo
de 1982, acot'dó: 1.0 Tener por planteado el conflicto P0i-i¡tivo
de competencia p~r el Consejo Ejecutivo de la Generalidad de
Cataluña y, ~n su nombre, por el Letrado don Manuel Maria
Vicens i Matas, en relación con el Real L>ecreto 2858/1~. de
:El de noviembre, sobre calificación de aeropuertos civiles;
2.° Dar traslado al Gobierno, mediante escrito dirigido a su
Presidente, al que se acompañaran copias de la presente y
de la demanda y documentos. para (¡ue en el plazo de Veinle
días y por medio de su representadón procesal aporte cuantos
documentos y alegaciones considere convenientes; 3.° Comu·
nicar al President.e del Tribunal Supremo, para conocimiento
de la Saja de lo. Contencioso-Administrativo correspondiente.
por 51 ante la ml~rlla tl~Luvit:lQ inlpugnado o 00 impugnQrc ,,]
indicado Decreto, en cuyo caso deberá. suspenderse el proceso
hasta la decisIón del conflicto, segun dispone el articulo 61.2
de la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional; 4.° Publicar
edictos en el .. Boletín Oficial del Estado. y en el .Diano Ofi­
cial de la Generalidad de Cataluña_ para anuncio de la ini
ciación de este conflicto positivo de competencia.

, 5. El Abogado del Estado despachó, por escrito de 29 de
abril de 1982, el trámite de aiegaciones. Estas pueden resu
mirse como sigue:

al El sentido del Decreto impugnado se deduce partiendo
dE: la Ley qe Nl;weaadó.n Aérea, de 21 de julio de 1S60 y el
Real Decreto-ley 12/1978, de 27 -(l-e"-abriC sobre'~cre'¡íffiita'(;¡on
de faculta.des entre los Ministerios de Defensa y de Trans
portes y Comunicaciones (Juego se añadiría el de Turismo) en
materia de aviación. En dicha legislación se distingue entte
aeródromo, en que es clave la idea de superfkie apta O-J,I,.. el
aterrizaje y desp~gue de aviones, y aeropuerto, en el que do­
mina la idea de servicio público regular para atender al
tráfICO aéreo. La noción de aeródromo es a la vez más SImple
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y mAs amplia que la de aeropuerto, y se exigen para su exis­
tencia muchas menOl condiciones que para la d9" un aeropuerto,
no sirviendo para recibir el trAfico aéreo de modo regular _ C.
sos tfpicos de aeródromos a secas son los aeródrOmOlt mHltares
y los aeródromos privados. Aunque los aeropuertos pueden ser
públicos y privados. dada la exigencia de que presten un ser·
victo público no han existido hast!ll ahora aeropuertos privados
propiamentf' dichos.

Pone el Abogado del Estado de relieve cOmo el órgano com­
petente en materia aerorAutlca y aeroportuaria es. sien:t0r~ el
Ministfi"rio del Aire, primero. y el de Defensa despues, SiqUiera
actue d~"de el Re,:\! Decreto-ley de 1978 el Ministerio de T'dOS·
portes y Comunicaclo'1es como delp,gado del Ejército ,del Aire.
en tiempos de paz, para el control de la circulación aérea
general, y algunas funciones' sean ejercidas conjunt.amente por
los Ministerios militar y civil, revelándose en ello el alto tn·
terés de los aeropuertos para la d"r.msa nacional.

La Con~t.itución de 1978. sf'gún el Ahogado del Estado, se
limita a camhiar los térmi.nos PO fundón de la ner:esaria de·
limitación 1e rompetencias ent.re el Estado y los nuevos en·
tes territorialf>S que crea, 'de manera que, a tenor de los aro
tículos 14P 1 6 Y 149 1 20, las Comunidades Autónomas puedan
tener competencia sobre 10 que en la legislación vigente eran
aeródromos privados. reservándose el Estado la competencia
sobre los aeropuertoS en gen ...ral. El Est·atuto catalán, no obs·
tante siemhra confusión en dos -preceptos ambiguos, por cuan­
to su' artículo 915 otorga a la Generalidad competencia exclu­
siva sobrp Ileropuertos, sin peI1uicio de lo pi ..puesto en '11 ar
ticulo 149 1 20 de la CE, y el 11 8 le asigna la efecuc.v 1 de
la legisladón del Estado· en materia de aero"luertos de interés
general ruando el Estado no se· re!;8rve la gestión direct;a.

Ahora bien, el primero de e.c;tos preceptos no puede stgni­
flan, so pena de absurdo, más que la Generalidad de CRtRluña
tiene cnmpetpncia exclusiva sohre los aeropuertos deportivos 11

en general. los que no tengan fines comerciales.
El segundo precepto, por su parte. al introducir el' nuevo

concepto de _gestión directa., neresita una interpretación: con­
tradice en f'fecto la regulación constitudonal. por cuanto mo­
dula la cnm¡:)f>tenda exclusiva del Estado, echando sobre éste
la car,li!;'a de hacer reserva de gestión directa de aeropuertos
de interés KeneraJ, de un modo no querido por el constif.uyen
te. Se¡;(Ún pi Aho~ado del Estado, no puede admitirse que de!!'
de un Estatuto de Autonomía se condicionen las competencias
del Estado cuando la Constitución no ha previsto que eBo pue·
da producirse Para dotar de sentido (si no se quiPlre presdndir
de ella) la noción nueva introd\lrida por dicho precepto, y
lograr saber qué competencias mantiene el Estado y cuále~ la
GEneralidad. es forzoso delimitar en alguna medida las acU·
vtdades que tienen lugar en un aeropuerto. Con la reserva que
impone su número y a veces su interoonexión. cabe distinguir
seis grupos: 1.0. Actividades relacionadas oon el transporte
aéreo; 2.° Actividades relacionadas con el tránsito aéreo (entre
ellas las ~structuración misma del espacio aéreo, función oon
fiada al Ministerio de Oefensa y al de Tra.nsportes y Comuni­
caciones de manera conjunta) ~ 3,° Actividades relacionadas con
el control dpl espacio aéreo: 4 ° Actividades relacionadas con
funciones publicas diversas {servicios aduaneros, de sanidad
exterior. de correos. policfa, etcJ: 5." Actividades de asistencia
en tierra a las aeronaves. viajeros y mercanctas (pnumerada."I
sin pretenc;ión exhaustiva !:"'n la Orden de 18 j;~ octubre rie ~972L

6.° Actividades de explotación de la superficie del aeropuerto
(que pueden c;er también muy vartadas, y ab~rcan principal­
mente a los establecimientos de carácter comercial que puedan
instalarse en el recinto}. De estos grupos, es evidente que el
Estado {que tiene con arreglo a la Constitución competencip
sobre todos el10sJ no puede renunciar a ejercer las que con
toda evidencia conectan inmediatamente con el ejercicio de
funciónes de soberanía. y las que forman parte del repertorio
de competencias exclusivas (inmigración, régimen aduanero,
comercio exterior, sanidad exterior) con arreglo a la Constitu­
ción ..A estas especies pertenecen las actividades de 109 cuatro
primeros grupos. En cuanto a 18.9 actividades de los dos últi·
mas grupos, cabe pensar, en cambio, que el Estado no se re­
serve su gestión directa, pues no impltcan el ejercicio de po­
deres soberanos y de derecho se está ya utHizando la técnica
txmcesiónal (c1r. Ordenes ministeriales de 28 de febrero de
1970, 16 de marzo de 1910 y 18 de octubre de 1973).

b) A partir de la exposIción anterior, puede comprenderse
mejor, según el Abogado del Estado. el contenido dei Real
Decreto 2RSfl/1981, de. Z7 de noviembre. Significa en sustancia
una adaptación de lo 8l1:tstente a la nupva circunstancia, que
viene dada. de una parte. por las novedades de expresitM 00­
mentadas (aeropuertos -de interés general. y reserva de _ges­
tión directa.), y de otra parte, por la neoesldad de preservar
al Estado frente a las posibles presiones iocales en demanda
dr- construcción de aeropuertos, cuyo coste gravitana sobre el
pre<;upuesto estatal stn verdadero interés nacional -noctón
ésta, independiente del interés general ínsito en todo aero~
puerto, como ya se vio-. para lo que se introduce una téc­
nica semejante en espiritu a la de lB.! contribuciones especia­
les (cfr. artículo 6.1, último indso, del Real DecretoJ. El uso
por la Constitución de la locución -aeropuertos de interés ge­
neral. ha dado pie a que el ieglslador estatal encaje en la
misma a todos los que hasta es, momento eran aeropuertos
públicos (disposidón transitoria) y en función de criterios que
no dejan lugar a dudas sobre el Interés general del aeropuerto
y qUe podrian dejarse reducidos al verdaderamente determt·

nante del reconocimiento indiscutible de una compAtencia es­
tatal exclusiva: El interés de todo aeropuerto para la defensa
nacional. La uttU2actón por el EAC de la expresión ...reserva
de gestión directa. ha traído romo corolario la distinción de
k>8 diversos servicios que 'omponen el servicio público de aero­
puertos para atribuir al Estado inexcusablemente los servicios
que impJlcan el eiercicio. de funclones de soberanta o que son
'mprescIndibles para el buen funcionamiento del aeropuerto y
hacer posible. al propio Uempo, la autorización al propietario
del aeropuerto -cuando no sea el Estado-, bien un ente pú­
blico (Comunidad Autónoma, Corporaci6n LocalJ, hien un par­
ticular, de la explotación de 1aB actividades de contenido eco­
nómico. Partiendo el Abogado del Estado de que- al Estado
corresponde siempre la iniciativa en la materia, entiende -aun
cont)lndo con l. restricción indebida que el EAC hace a la
competencia constitucional del Estado-- que este último puep

de reservarse la gestión directa de cualquier aeropuerto que
no sea deportivo, y que el alcance de esta gestión no tiene
otros límites que los que el propio Estado se impone. En este
sentido. el Decreto impugnado sienta UD criterio propio al
autorizar a 106 propietarios del recinto aeroportuario -instala­
ciones- la ejecución de actividades de explotaCión económica
del aeropuerto_ Lo que en nIngún caso hace es restringir las
competencias propias de la Generalidad en virtud de su Esta­
tuto .de Autonomía, coc;a que tampoco podria sor, por raZón
de su inferior rango. Y no resultan ciertas las infracciones d&­
nundadas. por el representante de la Generalidad de Cataluña
en su escrito de plantpamiento del conflicto.

c) A la denuncia relativa al rango elegido para la norma
impugnada, por tratarse .de una materla reservada a la Ley,
contesta el Abogado del Estado que es muy discutible que
con ocasión de un conflicto positivo de competencia pueda
suscitarse un problema de reserva de Ley, habida cuenta que
lo único que puede declarar la sentencia es -la titularidad
de la competencia controvertida., {artículo 66 de la LOTC),
con independencia de cuá.l sea el órgano del Estado o de la
Comunidad Autónoma que la haya ejercido. La vía idónea
que 'tiene una Comunidad Autónoma para invocar un vicio de
rango es la jUrisdicción contencioso-administrativa. al amparo
del artículo 3 de la Ley 34/1981, de 5 de octubre. Pero el A~
gado del Estado reitera que la norma estatal impugnada no
innova en nada sustancial, limitándose a c.daptar el contenído
de normas o principios básicos ya establecidos con an terioridad
a la Constitución a las nuevas circunstancias, lo cual, según
doctrina de este Tribunal (sentencia de 28 de enero de 1982)
puede hacer el Gobierno en el ejercicio de Su potestad regla.­
mentaria.

dJ Por lo expuesto, el Abogado del Estado solicita de este
Tribunal dicte sentencia que desestime las pretensiones dedu p

cidas por el Consejo Ejecutivo de la Generalidad de Catalut\a
y declare que corresponde al Estado la titularidad de la com­
petencia en virtud de la cual ha' sido dictado el Real Decreto
2858/1981. de 'Z7 de nOVIembre. sobre calificación de aeropuertoe
civiles.

6. Por providencia de 24 de mayo actual, se. señaló oara la
deliberación y votación del presente conflicto el siguiente día 31,
fecha en la que se llevó a efecto.

II. FUND 'MENTOS JURIDICOS

Primero.-Para precisar el marco constitucional y estatutario
del presente conflicto de competenc;:.1as es preciso señaiar q~
el Real Decreto 2858/19fH, de 27 de noviembre, sobre califica-­
ción de aeropuertos clvil.",!, debe examinarse desde la perspeo­
Uva de tre, de las materias que el articulo 149.1.20 de la Cona-­
titución (CE) enumera como competencia exclusiva del Estado;
-aeropuertos de interés general., ...control del espacio aéreo• .,
-tránsito y transporte aéreo.. Se impone, por tanto, ten~l en
cuenta estas tres diferentes materias para determinar cuál e's el
-orden de competencias. -según la expresión del articulo '\3.1 de
la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional (LQ'I'CJ- que ha
de servirnos para enjuiciar el conflicto. .

En lo que se reftere a las competencias para el control del
espacio aéreo y el tránsito y transporte aéreo, ninguna dispo­
sición se incluye en el Estatl1to de Autonomía de Catalufta
lEAC) , únl00 que flS preciso tener en cuenta. por ser ésta la
Comunidad Autónoma que plantea el conflicto. En cambio, el
mencionadJ Estatuto contiene disposiciones relativas a la com·
petenCl& sobre aeropuertos. As! establece, en concreto, que la
Generalidad de Clltaluna tiene competencia exclusiva sobre
aeropuertos, sin r.rtUidO de lo dispuesto en el número 20 del
artículo 149.1 de. a Constltución {arUculo 9.15 del EACJ, 10 que
quiere decir que la competencia u::clustva de la Generalidad no
abarca máS Q.ue los aeropuertos que DO se80 de interés general,
Establece también dicho Estatuto BID su artículo 11 8 que co­
rresponde a la Generalidad de Catalub la ejecucíón de 1&
legislación del Estado en materia de· -aeropuertos con callfica.­
ción de interés general,cuando el Estado no le reserve sU ge~

tión directa-.
Ahora bien, en dicho marco de preceptos elt de obaer'Yar qu.

los estatutarlO!l ofrecetl cierta ambtgO:eda~ y ello se aplicA
especialmente al citado arotfcn.lo 11.8 del EA\.., por cuanto intr'O­
duce el nuevo concepto de cgelUón directa., modulando la
competencia ezdustva del Estado en eeta materia de un modo 'no
previsto en la Constttuc1/m: Sert; -pUM, precleo volver !Obre
este punto mé.s adelante para valorar su alcance.
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$egundu.-Tanto el Abogado de la Generalidad de Cataluña
(lOmo el del Estado parten, en 8U8 respectivas alegaciones, de
UD anáBais general del impugnado Real Decreto 2858/1981, de
87 de Dovitlmhre, si bien desde perspectiva¡ diferentes.

El preámbulo del Real Decreto señala expresamente qUe .la
introduccton en la ConstItución de la categoría de aeropuerto
de interés general ha supuesto la aparición en nuestro ordena·
miento turídico-aeronáutico de conceptos y IUuaciones que DO
pudieron ser previstos ni en la Ley de AeT9puertoa de 2 de
noviembre de 1940, ni en la ele Navegación Aérea de 21 de
lulio de 1960, ni tampoco, por .u finalidad especifica, en el
Real Decreto-ley 12/1978, de 27 de abril, sobre fijación y delimi·
tación de t8(.uJtades entre 108 Ministerios de Defensa y de
Transportes, Turismo 'l Comunicaciones-, proponiéndose el Real
Decreto .tItar lus criterios básicos pare. limitar técnica y admi­
nistrauvanlenl.f la dÚlcrecionalidad con que se han de calificar
los aeropuertos, segUn se considere o no de interés geneca!, y
las formas pOSIbles de gestión de los mismos.. , y ello, ccon
lndependencla. pero antic.:1pando en materia aeroport.uadll. la
actualizacion de la mencionada Ley de Navegación Aérea...
Para el Abogado de la Generalidad ello supone la atribución
a los autores dei Real Decreto de unas facultades prácticamente
lJmntmoaas. con olvido de que precisamente la definición del
interés general traza la divisoria entre las competencias del
Estado y las de la Generalidad en materia. aeroportuaria, lo
cual va ~n peri.uicio de las últimas. Para el Abogado del Estado,
en camblO (qulen subraya la competencia en materia aeronáu·
tlca y aeroplJrtuaria del Ministerio del Aire, primero. y después,
del de Defensa, actuando desde el mencionado Real Decreto-ley
de 1978, el Mmlsk>rio de Transportes y Comunicaciones como
DeleRado del Ministerio del Aire en tiempo de paz), el Real
Decreto impugnado significa una adaptación de lo existente a
1& nueva ,circunstancia, que viene dada en particular por las
Dueva.. e:lC.pl esifJnes aeropuertos .de interés general- y reserva
de _gestion directa~j y el U&O por la Constitución de la locución
caeropuert.os de interés general.. permite al legisladOl' estatal
incluir en ésta, en 1& disposición transitoria (impugnada) del
Real Decreto. d todos los que hasta este momento eran.aeropuer­
tos públicos .y en función de criterios que no dejen lugar a
dudas 80bre el interés general del aeropuerto, por cuanto pue­
den reducirse ·a la signiflcación que todos ellos tienen para la
defensa nacional.

TeroercJ.-E.lJ el escrito de formalización del presente conflicto
de competencia la Generalidad. de Cataluña mantiene la tesis
de que el Real Dec:reto objeto del mismo es de rango insuficiente
para regular la materia de que se ocupa, y argumenta en los
términos qUe se han ind,CJldo en .los antecedentes, A esta de­
nuncia. basadd en que se trata de una materia reservada a la
Ley, contesta el Abogado del Estado qUe un conflicto de com­
petencia no eS ocasión adecuada para pl&nt.ea.t un problema
de reserva de ley, toda vez que segun el artículo 66 de la Ley
Orgánica de este Tribunal la sentencia en un confiicto positivo,
como es el presente, .declarará la titularidad de la competencia
controvertida.. o sea, prescindiendo del órgano (del Estado o
de la C~munidad Autónoma) que la haya ejercidoj y tlUe la
vía propia q u~~ tiene una Comunidad Autónoma para invuuar
vicios de rango es la jurisdicción conten'cioso·administrativa al
amparo del articulo 3 de la Ley 34/1981, de 5 de octubre, Es de
observar que en el cuerpo del esaito de la Generalidad ~l

cual reconoce que -si la norma contradice, se opone o, en defini­
tiva, regula materias para las que su veste normal no es la
adecuada, incidirá en un vicio de nulidad que ha de lIer plantea~
do y, en su ca~o, discernido por la jurisdicción contencioso-ad.
nistrativa o POI ese Alto Tribunal en el ejercicio del control de
la con,stitucionalidad de 1&11 leyes.. (alegaci6n tercera)- no se
nos pide que hagamos algún pronunciamiento sobre el Real
Decreto en su conjun to; esto es que lo declaremos inconstitu·
cional por vioht9iÓn de la reserva de ley que se invoca PI. la
argumentación jurídica, o qUe lo declaremos nulo en su tota­
lidad por oeI incompeten.te el órgano que lo ha. dictado. Tampoco
se ha<;e eso en el suplico. La pretensión declarativa expresa­
mente formulada se dirige de manera exclusiva contra determi­
nados preceptos dal Real Decreto. Se pide concretamente al
Tribunal que declare ..que la titularidad de la competencia
controvertida corresponde a la Generalidad de Cataluña.. y que
se anulen, en s~ totalidad o en parte. los artículos qUe en los
antecedentes se han reCOgido. Y aunque 1& Generalidad hubiese
Wij'tendldo la declaración de nulidad del Real Decreto impugna­
do por vicio en el rango del mismo. 1& naturaleza del conflicto
de competencia, y en particular la conexión objetiva entrE!, la
cuestión del rango con la de las competencias nos hubiesen
conducido a la misma conclusión que ahora.

Como se dijo en nuestra aanteneia 32/1983 de 28 de abril
(.BolaUn Oficial d.el Estado.. de 17 de mayo).'en conflictos de
competencia acumulados númoros 94 y 95/1982 (fundamento
Juridico Drimero), tales conflictos deben versar sobl'9 el .orden
de competencias.. a que se refiere el artículo 63,1 de la LOTC y
sólo sobre él. Es ci.erto que en esa misma sentencia se indIcaba
la posibilidad de que, derivativamente, en un conflicto de com­
petenci.. se entre & conocer del rango de la norma cuando lo
debatido son .determinadas competencia.s de titularidad estatal.. ,
pues .un aspecto fundamental e tndlsociable del reato -del debate
81 el de la conaec1ÓD del 6rgano eatatal llamado a ejercer esa
competencia y asimismo el de 1& forma (norma con rango de
ley o diaposiciOD. reglamentaria) a través de le. cual ha de ser
ejercida la competencia en cuestión... Aun cuando dicha Mmten-

da .. dictó en UD eaao relacionado OOD 1& fijación de bases
cabrta euac1tar la cuestión de 01 1& última aflrmaclÓll del
citado texto puede ser extendida a una materia como la aquí
planteada. La diversidad del supuesto de aquella sentencia oon
respecto al que aquí contemplamos no lo autoriza. Cuando se
fila qué se ha de entender por baBes o ea regulan materias
básicaa, se está delimitando en esa misma actividad cuál es el
contenido ele 1& competenCia del Estado en una determ1nada
materia, ,pUes esta competencia UiBtirá para las normas bé.Si­
cas y no para 188 que no tengan eae carácter. En el baso pre.
aente, la cU8liltión el del todo distinta, Dado que el Estado tiene
competencia exclusiva en materia de aeropuertos de interéS
aeneral, el momento en que se determinará en concreto 1& com­
petencia del Estado será aquel en que un concreto aero;>1.l6I'to
eea calüicado como de interés general, no el momento en el que
se fijen los criterica con los qUe haya que hacerse esta califica­
ción. pudiendo la Generalidad impugnar eventualmente laa
calificaciones de 108 respectlvos aeropuertos cuando S8 produz­
08n, si entiende que hubo extralimitación. No cabe, pues, entrar
a examina.r aqUl si la fijación de los criterios de calificación ha
de hacerse o no por ley, y no resulta, por consiguiente de
aplicación 1& doctrina sentada en torno a la fijación de' las
bases. -en ~l ámbito de la eual el examen del rango legal podrla
tener su Justificación en que el &eto mismo de la fijación de
aquéllas 88 simultáneamente norma de delimitación de compe­
tencias.

CUarto.-Un primer aspecto del Real Decreto 2858/1961, ea el
relativo al articulo 149.1.20 de la Constitución. Ese es el caso
fundamental del articulo 1.0, impugnado en sus números 1 a
y 3. Independientemente del rango de la norma, el Abogado 'de
la Generalidad achaca a estos preceptos, muy brevemente .la
amplitud y generalidad con que están redactados los criterios
establecidos y qUe afectan, hasta· el punto de poderla dejar
sin efecto, la competencia que en materia de aeropuertos depor­
tivos o en general que no desarrollan actividades com8l'ciales,
corresponde a la Generalldad de Cataluña... Un análisis de los
preceptos en cuestión no confirma, sin embargo, esta afirmación.
Es notorio el interés general de los aeropuertos .qUe reún&n las
condiciones para servir tráfico internacional.. del número l. El
supuesto contemplado en el nÍlmero 2 se refiere a la .ordenación
del tr~sporte o del espacio aéreo. o en el control del mismo.. ,
materlas sobre las cuales la Generalidad, según vimos, no tiene
competencia alguna. En cuanto al punto 3, relativo a _los que
sean aptos para ser designados como aeropuertos altel'Ilativos
de los anteriores.. , parece temerse por parte de la Generali4ad
una expansión de 1& competencia estatal más aHA del~o
a que corresponde. Ahora bien, si efectivamente llega a u-
círse una expansión indebida del mismo, la Generalid 'iene
~bierta la vía del conflicto para someter a esta jurisdicción el
acto correspondiente. Pues no cabe desconocer que la facultad
atribuida por la Constitución al Estado para definir el interés
general, concepto abierto e indeterminado llamado a ser apU­
cado a las respectivas materias. puede ser controlada, frente
a posibles abusos y .a posteriori.., llar este Tribunal

Quinto.-0tro aspecto del Real Decreto es el relativo • 10
que ya no, es concreción de esta reserva de competencia sino
que responde a criterios de organizac1ón de la gestión d3 los
servicios públicos. En tal supuesto se encuentran los articu­
las 2.". 3." Y 4.0 del Real Decreto, de los qUe el 2.- y 3.- están
parcialm..ente impugnados. Estos artículos se refieren a la con­
creción del alcance de la. reserva de la gestión directa por parte
gel Estado. Aquí no se nos interfiere la cuestión de la reserva
de ley, sino la de la posible (y por la Generalidad ale~.;.,da)

limitación que los apartados impugnados pueden conllevar para
las competencias de la Generalidad.; cuestión que nos conduce a
la consideraclón del orden de competencias resultante de las
disposiciones constitucionales y estatutarias en materia aero.­
portuarIa.

El Abogado del Estado, al referirse. a los dos preceptos
del RAC qUe hacen referencia a dicha materia, dice qUe siem­
bran confusión, por ambiguos. Ya hemos señalado en el men­
cionado fundamento primero que el artículo 9.15 del RAe .ólo
puede significar qUe la competencia exclusiva de la Generali­
dad no se extiende sino a los aeropuertos que no son de In '.bl és
ge.neral. MM problemático es el artículo u.a del EAC,pues
lOlentra.s el 149.1.20 de la CE atribuye al Esta.do una competencia
excl~siva ~obre los .~ropuertos de interés general_, sin més,
la dISposiCIón estatutaria que consideramos atribUYe a la Comu·
nidad Autónoma 1& .ejecución de 1& legis1a.ción del Estado.. en
materia de _aeropuertos con calificación de interés ¡eneral,
cuando el Estado no se reserve IU gestión directa...

Para .precisar el alcance de esta última disposición, que, en
un sentido literal. convertlrfa en compartida gua competencia
qUe en la .Cunstitución es exclusiva del Estado, hemoll de inter­
pretarla dentro del marco de la Constitución en la linea de lo
que establece su artículo U7.2.dJ, entendiendo que se refiere
sólo a los servicios cuya gestión no se haya reservado el Estado
en loa aupueatoa que a continuación vamos a oonsiderar.

Sexto.-Para dar aentido • 1& noción nueva introducida por
el artículo 11.8 del EAe• ., lograr saber qué competencias man~

tiene el Estado y cúles pueden coITe6Ponder a la Generalidad.
el Abogado del Estado seAala el camino de 1& delimitación de
las .actividades que tienen lugar en UD aeropuerto. Atenién­
donos al artículo 2.0 del Real Decreto 2858/1981, cabe distinguir
los siguientes grupos de ..rv1clos: 1.° Los servicios aeronáaticos
relacion~dos con el control del espacio aéreo; 2.° Los seroricios
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aeronáuticos relacionados con el tránsito y el transporte aéreo;
3.° Los dE'!más servicios aeroportuarios estata.les, como los adua­
neros, de poUcia, correo,s. seguridad exterior e interior y cuales­
quiera otros que. por su naturaleza y función, están encomen­
dados a autoridad pública no aeronáutica; 4.° Los servidos que,
no siendo estrictampnte aeronauticos, puedan tener incidencia
en ellos y que, por el volumen del tráfico del aeropuerto 1", Que
se trate. se declaren imprescindibles para su buen funciona.nien­
ta,. 5.° Las actividades no comprendidas en los números ant,erio-­
res que se realicen en el recintG aeroportuario y que ter,gan
transcendencia para la explotación er:onómica del aeropuerto De
estos grupos (sobre todos los cuales tiene el Estado competencia
exelusiva con arreglo al articulo 149.1.20 ~ la CE, ya vimos
(fundamento primero), que los dos primeros escapan a cual­
quier compe::tencia de la Generalidad. En cuanto al tercero, los
servicios que comprende son servicios propios del Estado que
se reserva su gestión dIrecta y por ello es intachRble el articu­
lo 3.° (todo él impugnado), en su párrafo primero, cuando
dice que: ..los servicios enumerados en los puntos 1, 2 Y 3 del
articulo anterior se prestarán, en todo caso, directamellte
por la Administración del Estado-. En lo que atañe a las actr~

vidades del último (quinto) grupo, cabe que el Estado no se
reserve su gestión di.recta, al no incidir sobre el ejercic'" de
funciones de soberania, y de derecho, como recuerda el Abo­
gado del Estado, se está utilizando al respecto la técnica conce­
sional. Por lo que se refiere a los servicios del cuarto grupo,
el tercer pArrafo del mismo articulo 3. 0 seil.ala que la ge-<¡tión
directa supone también automáticamente su prestación por el
Estado, lo cual resulta de su posible incidencia sobre los de los
tres primeros grupos y su carActer de ..indispensables- p"i.o·a el
buen funcionamiento del aeropuerto. Al término de este aná­
lisis del ..orden de competencias_, en cuyo marco se mu~ve el
presente conflicto, no puede, pues, afirmarse que se res':rinja
competencil\ alguna de la Generalidad. -

Dicho esto, no es menos cierto que el ejercicio de las compe*
tencias estatales en materia aeronáutica no puede ir en· detri­
mento, como parece temer la Generalidad. de competencias de
ésta distintas de las definidas en materia. aeroportuaria, como
son las que posea. en materia de higiene. turismo, asistencia
social, trabajo, a las que en su escrito alude. .

Séptimo.-Constituyen un tercer aspecto del Real Decre~
to 2858/1981, aquí considerado, los preceptoll que responden al
ejercicio de competencias atribuidas a 1" Administración por
Ley que, aun siendo preconstitucional. se encuentran ientro
del ámbito de la competencia reservada al Estado por la Consti*
tución. Es el caso de los articulos 5.° y 6.0

, impugnados ambos,
salvo en el segundo párrafo del 8.°

Por lo que se refiere al articulo 15,0 del Real Decreto 2858/1981.
la Generalidad de Catalutl.a cuestiona la competencia que en
él se atribuye el Estado para autorizar ..todo proyecto de aero­
puerto, modificación estructural u operativa del mismo o la
transformación de un aeródromo en aeropuerto-, autorizadón
para la que se tendrán en cuenta. según dice el precepto...la
repercusIón que ha de orlgin,ar el trá.fico que naturalmente
puedan generar y las ayudas a la navegación que su impla.n­
tación Heva consigo~, La Generalidad da por buena implfctta­
mente esta facultad para las aeropuertos de interés genAra]
pero la niega de modo explicito para aquellos que no tengan
dicha calificación legal.

Este planteamlenro de la Generalidad pasa por alto que el
precepto en cuestión. que por lo demás desarrolla los art!cu
los 43 y « de la ya mencionada Ley de Navegación Aérea
de 1980. no puede examinarse desde el punto de vista de las
competencias relativas a aeropuertos, pues no faFma parte de
ellas. aunque incfda en la materia, sino que corresponden .a
la de control del espacio aéreo, según se desprende de manera
inequívoca del criterio que el propio articulo 5. 0 impone al

organismo autorizante. precisamente porque cualquier aero­
puerto. sea cual sea su calificación genera algún tránco que
incide sobre la estructuración y ordenación del espacio aéreo.
La competencia sobre el control de éste conlleva la necesidad
de. controlar el número, ubicación y características de todo
tipo de aeropuertos, selln quienes sean los titulares de lae¡ di­
versas competencias sobre :05 mismos. El Que la Generalidad de
Cataluña disponga de competencia exclusiva sobre los aero­
puertos deportivos, por ejemplo, no obsta el que el Estado, por
disponer de la exclusiva sobre el control del espacio aéreo,
pueda impedir que se establezcan en lugares no conformes con
las exigencias de éste.

Octavo.-Asimismo la Generalidad sostiene que el artícu­
lo 8." del Real Decreto es contrario al orden de competenci?.s
porque en él considera posible la gestión directa por el Estado
de un aeropuerto de interés general de titularidl:1d no estatal.
lo que a juicio de la Generalidad no eS viable, por cuanto no
cabe la gestión directa de un servicio sobre el que no se ostenta
la titularidad dominical. Ahora bien, el precepto no habla de
gestión directa, sino que se limita a disponer que en losaero­
puertos de interés general establecidos en recintos no estatales
se designará. por la Subsecretaria de Aviación Civil un Direc­
tor o un Delegado -para llevar, coordinar y, en su caso, dirigir
los servicios comprendidos en el articulo 2.°·. Y si por la
escasez del tráfico y de los servicios aeronáuticos tal desig­
nación se considera innecesaria. dichos servicios quedará., oajo
el control del DelegAdo de la Subsecretaría de Aviación CivU
más cercano. Dado lo que hemos dicho anteriormente acerca
del orden de competencias aplicable al presente caso, tales
preceptos no vulneran compp.tencia alguna de la Gener&lidad.

Noveno.-En cuanto a la di\,\posición transitoria -por virtud
de la cual ..los aeropuertos propiedad del Estado y que en 11],
actualidad son· explotados por el Organismo autónomo "-ero­
puertos Nacionales se entenderán ca1ificado~ como aeropuertos
de interés general d~ gestión direda estata).-, la Generalid9.d
pide que ~ declare nula por cuanto. según se dice sin otra
argumentación, -no respeta p,l ámbito de competencias en tanto
que aplica una norma no adecuada para el establecimiento de
la categoría de aeropuertos de interés general-. La breve fór­
mula, da a entender que el motivo de la impugnación es la
supuesta falta de rango adecuado en el Real Decreto a que
pertenece esa norma productora de efectos inmediatos, norma
de aplicación del mismo Real Decreto. Con 10 r:ual, vale con
respecto a la misma lo que acerca de esta' cuestión se ha ~icho

en los correspondientes fundamentos.

FALLO,

En atención a todo 10 expuesto, el Tribunal Constitucional,
POR LA AUTOR!DA D QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCION
DE LA NACION -ESPAÑOLA,

Ha decidido

Declarar que la titularidad de las competencias controver­
tidas en el presente proceso, respecto al Real Decreto 2858/'.981.
de 21 de noviembre. sobre calificación de aeropuertos clvlles,
corresponde al Estado.

Publíquese en el ..Boletin Oficial del Estado_.

Dada en Madrid, ·a 11 de junio de 1984. - Fir,TIó.do:
Jerónimo Arozamena Sierra, Angel Latorre Segura, Manuel Díez
de Velasco Vallejo, Francisco Rubio Llorente, Gloria Begué
Cantón, Luis Diez Picazo, Francisco Tomás y Valiente, Rafael
Gómez-Ferrer Morant, Antonio Truyol Serra y Francisco Pera
Verdaguer.-Rubricados.

SENTENCIA

EN NOMBRE ·DEL REY

:a .sj~uiente

LA. SaIR Primera del Trir.:un<tl C01st;+U(-;(lnal comOl':"'!sta por
d0n ManU!=d Garda-Pelayo y Alonso, Presidente, y don Angel
Latorre Segura. don Manuel Diez de Velaaco Vallejo, doña Glo­
ria Begué Cantón, dOl) Rafael Gómez-Ferrer Morant y don An­
gel Escudero del Corral, Magistrados., ha pronunciado

I. ANTECEDENTES

1. En 19 de abril de 1983 el Procurador de los Tribunales
. don José SAnchez Jáuregul, en representación de la Sociedad
Cooperativa de Ensei'lanza (Centro de Estudios Superiores ..AI~
hama.r-) , formula recurso de amparo contra los autos de la Sala
Primera del Tribunal Supremo de 2 y 21 de marzo de 1983, sobre
admisión a trámite del recurso de casación. con la pretensión
de que se d,ec1are su nul1dad y, asimismo, la admisión del men­
cionado recurso de casación. Por otros! soUcita ta suspensión
de los autos Impugnados, y, asimismo, que se consideren for­
mando parte del recurso las al~ga.ciones formuladas en el re­
curso de súplica fonnulado contra el primer auto impugnado.

2. .La demanda ~e basa en los siguientes antecedentes:

a} Por demanda de 1 de abril de 1980 la compañía ..Cré­
ditos La Paz. S. A.~, solicitó del Juzgado. de Primera Instancia
de Granada la. resolución del contrato de arrendamiento de
local de negocio existente con el Centro de Estudios 'Europa, aho­
ra recurrente.

bl Por sentencia de 28 de julio de 1980, el Juzgado de Pri·
mera Instancia desestimó la demande.; dicha sentencia fue re­
vacada por la Audiencia Territorial de Granada, al resolver el
recurso de apelaciÓD formulado contra la anterior, recogiendo
las pretensiones del recurrente...Sociedad de Créditos La Paz~.

Sala Primera. Recurso de amparo número 255/1983.
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en el recurso de amparo número 255/83, formulado por el Pro­
curador de los Tribunales don JosA Sinchez Jáuregul, en nom~
bre y representación de la Sociedad Cooperativa de Ensetl.anza
Europa, bajo la dirección del Le1;l'ado don José Luis Nút'iez Vide.
contra autos de la Sala Primera del Tribunal Supremo de 2 "1 2l
de marzo de 1983 sobre lnadmisi6n del recurso de oaSación. En
el recurso ha comparecldo el Ministerio FisoaJ. y ha sido po..
nente el Magistrado don Rafael Gómez-Ferrer Morant. quien
expresa el parecer de la Sala.


